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Resuelve la sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en este proceso ejecutivo por obligación de hacer, que Luis Gonzaga Murillo Vargas, le promovió a Miguel Jacobo Echeverry, Consuelo León de Echeverry y Sonia Cristina Jiménez Jiménez, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 13 de octubre de 2009.

  



ANTECEDENTES

  



En el citado auto, decidió el juzgado “rechazar” el mandamiento ejecutivo solicitado y ordenar el levantamiento de un embargo que había decretado. Para ello, consideró que la demanda no contiene una obligación a favor del ejecutante y a cargo de los ejecutados, porque no fue con él que se comprometieron a suscribir la escritura pública que se les reclama, es decir, que no existe título ejecutivo en su contra.
  



Interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación el demandante, quien sostiene que en la demanda se hizo saber que hubo una primera relación contractual entre Nabor Gómez Buitrago y los demandados, y una segunda entre aquél y Luís Gonzaga Murillo Vargas, la que se plasmó en un contrato de permuta en el que claramente se dice que el bien fue adquirido de igual modo por el convenido habido por los señores León Echeverry y otros, quienes no han elevado la escritura de traspaso.
  



Surtido el trámite correspondiente, procede la Sala a decidir, previas estas: 
  



CONSIDERACIONES

 



En pos de dilucidar la cuestión planteada en el recurso, que se reduce a si debe librarse o no el mandamiento ejecutivo en las condiciones propuestas en la demanda, es conveniente precisar que ésta viene edificada sobre los hechos que en resumen señalan que mediante un contrato de permuta celebrado el 8 de febrero de 2008 entre Miguel Jacobo Echeverry León, Consuelo León de Echeverry y Sonia Cristina Jiménez Jiménez, por un lado, y Nabor Gómez Buitrago por el otro, aquellos se comprometieron a transferir el dominio de un inmueble ubicado en el sector de El Jazmín, paraje de Balsora, en Santa Rosa de Cabal, matriculado bajo el número 296-120285; luego, mediante un contrato similar Nabor Gómez Buitrago, permutó con Luís Gonzaga Murillo Vargas ese predio por otros. Ese bien fue entregado en ambas oportunidades pero aún figuran a nombre de los primeros mencionados, porque no han elevado la escritura pública correspondiente; de dichos contratos, entonces, surge una obligación clara, expresa y actualmente exigible contra los demandados y a favor del demandante.
  



Y como recaudo ejecutivo presentó tales contratos, el primero de los cuales no involucra en absoluto a Luis Gonzaga Murillo, en tanto que el segundo apenas sí refiere a los demandados al momento de señalar la forma en que Nabor Gómez Buitrago adquirió el inmueble, que de donde quiere el demandante hacer derivar su calidad de título ejecutivo contra los demandados. 
  



Fácilmente se deduce de estos documentos que la obligación que adquirieron los señores Miguel Jacobo Echeverry León, Consuelo León de Echeverry y Sonia Cristina Jiménez Jiménez, fue a favor de Nabor Gómez Buitrago, no de Luís Gonzaga Murillo Vargas y ese contrato, como tal, no ha sido siquiera cedido.
   



De ahí que, como lo sostuvo el juzgado, no se cumplen en este caso las exigencias del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, porque esta norma permite demandar ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, y en este caso, se trata de dos contratos independientes, uno en el que los obligados comunes fueron Nabor Gómez Buitrago y los ahora ejecutados, y otro en el que los permutantes fueron aquél y Luis Gonzaga Murillo Vargas.
  



Es decir, entonces, que de ninguno de ellos dos surge obligación alguna que provenga de los ejecutados a favor del ejecutante; podrá haberla en beneficio de Gómez Buitrago, pero no de Murillo Vargas.
  



Así vistas las cosas, si el presupuesto esencial para un proceso ejecutivo es que se aporte un título de aquella naturaleza y aquí no existe entre las partes, no había razón para librar el mandamiento ejecutivo que, dígase también, no ha debido propiamente rechazarse sino denegarse por falta de aquel presupuesto, dado que las causales de rechazo son expresas, según lo previene el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil.
 



Cabría pensar que como se trata de una cuestión relacionada con la legitimación por activa para reclamar, ella deba ser resuelta en la sentencia final; pero sucede que en los procesos ejecutivos ello no es así 
, porque es precisamente la certeza de la obligación la que permite su desarrollo, lo que lo diferencia de los procesos declarativos; certeza que sólo puede pregonarse de una obligación que sea clara, esto es, que determine de tal forma sus elementos constitutivos, entre ellos, los sujetos de la relación, que no admita ambigüedades. “El título ejecutivo debe demostrar al rompe, la existencia de prestación en beneficio de una persona. Es decir, que el obligado debe observar a favor de su acreedor, una conducta de hacer, de dar o de no hacer…”
. 
  



De manera que con la aclaración aludida, se confirmará el auto protestado.

   



DECISIÓN

   



En mérito de lo expuesto, la Sala Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 13 de octubre de 2009, proferido en este proceso ejecutivo por obligación de hacer, que Luis Gonzaga Murillo Vargas, le promovió a Miguel Jacobo Echeverry, Consuelo León de Echeverry y Sonia Cristina Jiménez Jiménez, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, con la aclaración en el sentido de que el mandamiento de pago se deniega.
  



Notifíquese,

Los Magistrados,
   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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